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ACCIONANTE:   NICOLE T. BELTRÁN SUÁREZ

CONFIRMA 


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

ACCIÓN DE TUTELA / TUTELA CONTRA ACTO ADMINISTRATIVO / SUBSIDIARIEDAD 

SUBSIDIARIEDAD – Los actos administrativos son pasibles de control ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa.

… En el asunto en ciernes, es evidente que la finalidad de la accionante es cuestionar mediante la acción constitucional la validez de un acto administrativo con el que está en desacuerdo, pero que goza de la presunción de legalidad y acierto, pretendiendo que el juez de tutela invada la órbita de competencia de la autoridad administrativa para restituirle la distinción que le fue retirada por interpretación del reglamento consagrado en la Carta Deportiva Fundamental, pues considera que se basó en una indebida interpretación normativa y por consiguiente se trataría de una decisión arbitraria, pero tal controversia no se ha sometido al tamiz del juez natural. 

…Para la Sala no cabe duda de que existe otro mecanismo de defensa en la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo bajo el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, previsto en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011, escenario idóneo y eficaz para dirimir la controversia, dada la naturaleza del asunto cuya definición implica un amplio debate probatorio, lo que desborda la competencia del juez de tutela, máxime cuando el procedimiento judicial ordinario prevé la posibilidad de invocar las medidas cautelares -art. 229 ibidem- que resulten necesarias. A lo anterior se suma el hecho de que, según se aprecia, en el presente caso no se avizora la concurrencia de un perjuicio irremediable en los términos decantados por la jurisprudencia constitucional para tener la acción de tutela como un mecanismo transitorio, ni mucho menos definitivo, el cual debe ser (i) cierto, (ii) inminente y (iii) urgente, a efectos de evitar la consumación del daño grave.
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Radicado: 66001318700220240014501
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la accionante NICOLE TATIANA BELTRÁN SUÁREZ frente al fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (Rda.), a consecuencia de la acción de amparo por ella promovida en contra del Ministerio del Deporte, Tribunal de Honor de los Primeros Juegos Nacionales Juveniles “Eje Cafetero 2024”, Director del Campeonato de Taekwondo -señor Rene Forero Tavera- e Indeportes Boyacá.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la parte accionante, se puede concretar así:  (i) la joven NICOLE BELTRÁN participó como deportista en los Juegos Nacionales Juveniles “Eje Cafetero 2024”, en la disciplina de Taekwondo por el departamento de Boyacá; (ii) en dichas justas obtuvo la medalla de oro en la modalidad de Poomsae tradicional individual; (iii) en noviembre 26 de 2024 el Tribunal de Honor ordenó retirar la medalla a la accionante y argumentó que, a partir de la resolución 000100 de febrero 28 de 2024 “  Por medio de la cual se promulga la Carta Deportiva Fundamental de los I Juegos Nacionales Juveniles, Eje Cafetero 2024, Sector Convencional y Paralímpico”, el departamento de Boyacá perdió el cupo para la disciplina en cuestión por la inhabilitación de la deportista que la había obtenido -joven Paula Daniela Cañón-, premisa que estima errada porque lo ocurrido fue la impugnación contra la inscripción de aquella deportista al evento deportivo; (iv) contra esa decisión no procedían recursos; (v) considera que la determinación del Tribunal de Honor es arbitraria, irrazonable y vulnera sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, dignidad humana y buen nombre.
Solicitó la protección de sus derechos fundamentales a efectos de que se le restituya la medalla obtenida y, en consecuencia, se ordene al Ministerio del Deporte (Tribunal de Honor) suspender los efectos del acto administrativo cuestionado, y que garantice su derecho de defensa con la debida notificación de sus actuaciones, para aportar pruebas, ejercer la contradicción e interponer recursos en un plazo razonable. 

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado en diciembre 13 de 2024 admitió la acción constitucional y dispuso correr traslado de la misma al Ministerio del Deporte, el Tribunal de Honor de los Primeros Juegos Nacionales Juveniles “Eje Cafetero 2024”, el Director del Campeonato de Taekwondo e Indeportes Boyacá. 

Además, se vinculó a la Dirección Técnica de los Juegos Nacionales Juveniles- Eje Cafetero 2024 y los deportistas que ocuparon el segundo, tercer y cuarto lugar en la prueba deportiva por la que obtuvo la medalla que le fue retirada. Posteriormente, se hizo lo propio con el Comité Olímpico Colombiano y la Federación Colombiana de Taekwondo.
3.2.- Las entidades se pronunciaron en los siguientes términos: 
3.2.1.- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del Ministerio del Deporte solicitó que se declare que la entidad no ha vulnerado los derechos fundamentales que se invocan, así como la falta de legitimación en la causa por pasiva y su consecuente desvinculación del trámite constitucional. Además, pidió declarar improcedente la acción de tutela respecto de esa Cartera Ministerial. 

En lo concreto del caso, destacó que, con ocasión a la reclamación por parte de la delegación del Valle del Cauca, la Dirección Técnica de los I Juegos Nacionales Juveniles 2024 constató que en la lista de atletas elegibles que aportó la Federación Colombiana de Taekwondo no aparece la atleta NICOLE TATIANA BELTRÁN, quien competía en la prueba de Poomsea Femenino Individual Tradicional por el Departamento de Boyacá, solo se certificó su inscripción nominal, por lo que no es viable acceder a la pretensión de la accionante. 
Precisó que para ocupar el cupo que perdió el departamento de Boyacá en la disciplina referenciada, debía acatar la misma naturaleza técnica y requisitos expuestos para la clasificación y participación en los deportes individuales en los I Juegos Nacionales Juveniles 2024, conforme las reglas establecidas en la Resolución 100 de febrero 28 de 2024, Carta Deportiva Fundamental con la que se igualan las condiciones de oportunidad para todos los atletas. 
Existen otros medios de defensa judicial, como lo sería el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho -art. 138 CPACA-, el que estima idóneo y eficaz para el debate que se plantea, pues se ataca la motivación de un acto administrativo y su legalidad, lo que amerita un control de legalidad del juez natural.
De cualquier manera, la competencia para atender las pretensiones de la parte actora, en el presenta caso, está en la FREDERACIÓN COLOMBIANA DE TAEKWONDO y/o el INSTITUTO DEPARTAMENTAL DEL DEPORTE -INDEPORTES- DE BOYACÁ.

3.2.2.- La apoderada judicial del INSTITUTO DEPARTAMENTAL DEL DEPORTE DE BOYACÁ, por su parte, coadyuvó las pretensiones de la atleta NICOLE BELTRÁN como parte de la delegación del departamento de Boyacá en los I Juegos Nacionales Juveniles -Eje Cafetero 2024. Cuestionó las conclusiones del Tribunal de Honor pues el retiro de la deportista a la que reemplazó la aquí accionante no fue a causa de una inhabilitación, sino que correspondió al resultado de la impugnación a la inscripción, pero ello no implica que esa delegación territorial haya perdido el cupo en la disciplina deportiva en competencia, por lo que se trataría de una indebida interpretación de la Carta Deportiva Fundamental por parte del Tribunal de Honor en detrimento del debido proceso de la accionante.
3.2.3.- El presidente del COMITÉ OLÍMPICO COLOMBIANO solicitó la desvinculación de ese organismo deportivo por falta de legitimación en la causa por pasiva, como quiera que no tiene injerencia en los hechos que fundamentan la acción de tutela. 

3.2.4.- El presidente de la Federación Colombiana de Taekwondo, en calidad del Director del evento deportivo, se abstuvo de pronunciarse frente a las pretensiones de la accionante; sin embargo, precisó que desde la etapa clasificatoria se presentó la impugnación de la inscripción de la deportista inicialmente postulada, y fue el delegado del Ministerio del Deporte quien permitió que avanzara en el proceso hasta que se definiera el trámite administrativo. El dictamen de la impugnación de inscripción se conoció después de que transcurrió la etapa de inscripción nominal, por lo que se procedió a inscribir a la atleta NICOLE BELTRÁN, y fue solo en desarrollo de la competencia, posterior a la prueba que ganó la accionante, cuando la delegación del departamento del Valle realizó la reclamación por dicha participación, pedido que se negó por parte del Comité, pero con posterioridad se conoció la decisión del Tribunal de Honor.
3.3.- El despacho mediante providencia de diciembre 27 de 2024, negó por improcedente la tutela deprecada por la joven NICOLE TATIANA BELTRÁN SUÁREZ, como quiera que no se cumplía con el requisito de subsidiariedad de la acción constitucional. 

Para llegar a la anterior decisión, la juez A quo argumentó que, según lo verificado, la pretensión de la accionante era revertir una decisión administrativa adoptada por el tribunal de honor de los I Juegos Nacionales Juveniles eje cafetero 2024, para lo cual existe un mecanismo de defensa judicial ante la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, específicamente, la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, herramienta especial e idónea para conjurar eventuales vulneraciones de derechos fundamentales del procedimiento administrativo cuestionado. 

Se coligió que en esta oportunidad la acción de tutela se presentó como una instancia adicional para la protección del derecho del debido proceso, pero de la actuación administrativa no emerge la arbitrariedad atribuida por la accionante, por lo que no se observó necesaria la intervención urgente para anular el proceso administrativo ni es dable la intromisión de juez constitucional a la órbita de la justicia ordinaria, porque no existe un daño que haga que los medios ordinarios no resulten expeditos. 

4.- IMPUGNACIÓN

La accionante NICOLE BELTRÁN se mostró inconforme con esa determinación, motivo por el cual la impugna y solicita que se revoque la sentencia para que se analice de manera integral la afectación de sus derechos fundamentales por la actuación del Tribunal de Honor instaurado mediante la Resolución 000100 de febrero 28/2024 -Carta Deportiva Fundamental-.
Argumentó que en su caso, la acción de tutela es procedente, no solo porque se probó un perjuicio irremediable con el retiro de la medalla, como lo señaló desde la solicitud de tutela, dado el impacto social y emocional que no puede ser reparado fácilmente con medidas posteriores, sino también porque se trata de una vulneración de derechos por un defecto sustantivo derivado de la indebida interpretación de la Carta Deportiva Fundamental, reflejado así en la resolución emitida por el Tribunal de Honor, carente de sustento constitucional y legal, desconociéndose el principio fundamental del debido proceso en todas sus dimensiones, como la doble instancia y la preclusividad de términos.
El mecanismo ordinario de defensa judicial ante la jurisdicción contencioso administrativa no es idóneo porque implica afrontar un proceso que puede tardar más de diez (10) años en resolverse, dilación que haría nugatorio el goce efectivo de los derechos fundamentales, causaría un daño irreparable y perpetuaría la vulneración sufrida. 

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo impugnado, en cuanto negó por improcedente el amparo de tutela deprecado por la joven deportista NICOLE TATIANA BELTRÁN SUÁREZ. De acuerdo con el resultado, se adoptará la determinación pertinente, ya sea convalidando la providencia, modificándola o revocándola. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso la joven NICOLE BELTRÁN concurrió ante el juez constitucional con el fin de lograr la protección de los derechos fundamentales que estimó vulnerados por el Ministerio del Deporte, al retirar injustificadamente la medalla de oro que obtuvo en los Juegos Nacionales Juveniles 2024, pues tal decisión -resolución del Tribunal de Honor de noviembre 22/2024- se basó en una indebida interpretación de la Carta Deportiva Fundamental -Resolución 000100 de febrero 24/2024.
La juez de primer nivel, luego de observar los argumentos de las partes, negó el amparo de tutela deprecado por la joven NICOLE BELTRÁN, porque no se cumplía con el requisito de subsidiariedad, dado que la controversia planteada recaía en la validez de un acto administrativo, para lo cual existe como herramienta judicial idónea el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa, sin observarse la concurrencia de un riesgo para la accionante de sufrir un perjuicio irremediable por la decisión administrativa que cuestiona, con lo que resulte viable la acción constitucional como mecanismo más expedito.

No obstante, la accionante cuestiona la conclusión del juez, ya que, en su sentir, el proceso ante la jurisdicción contencioso administrativa puede tardar más de (10) años y ello haría nugatoria sus súplicas, con lo que se le causaría un daño social y emocional irreparable; además, la vulneración de derechos fundamentales se deriva de una decisión arbitraria de la autoridad deportiva que constituye un defecto sustantivo por la indebida interpretación de la Carta Deportiva Fundamental, lo que  implica que el juez de tutela debe analizar de fondo sus pretensiones. 

Así, para desatar el recurso de impugnación, el Tribunal procederá a realizar el examen de procedibilidad de la acción de tutela, atendiendo su origen constitucional de carácter residual, subsidiario y cautelar, encaminado a la protección inmediata de los derechos fundamentales.
El artículo 86 C.P, en concordancia con lo previsto en los artículos 1, 5, 6, 8, 10 y 42 del Decreto 2591/91, dispone los elementos que el operador jurídico debe observar con el fin de determinar la procedencia de la acción de tutela, entendiendo que estos son: (i) la legitimación en la causa (activa y pasiva); (ii) la inmediatez; y (iii) la subsidiariedad.
En cuanto al primero y segundo de los requisitos la Corporación no hará ningún análisis, como quiera que los mismos se cumplen y sobre ellos no existe discusión, pero, para abordar el problema jurídico es necesario observar el requisito de subsidiariedad. 

Sobre este tópico, se reitera que, de conformidad con lo sostenido por la jurisprudencia constitucional, la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que la acción constitucional es excepcional y no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. 

Acerca de este particular tema, la Corte Constitucional ha sostenido: 

“12. El principio de subsidiariedad, conforme al artículo 86 de la Constitución, implica que la acción de tutela solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Sobre el carácter subsidiario de la acción, la Corte ha señalado que “permite reconocer la validez y viabilidad de los medios y recursos ordinarios de protección judicial, como dispositivos legítimos y prevalentes para la salvaguarda de los derechos”[32]. Es ese reconocimiento el que obliga a los asociados a incoar los recursos jurisdiccionales con los que cuenten para conjurar la situación que estimen lesiva de sus derechos.
 

En otras palabras, las personas deben hacer uso de todos los recursos ordinarios y extraordinarios que el sistema judicial ha dispuesto para conjurar la situación que amenaza o lesiona sus derechos, de tal manera que se impida el uso indebido de este mecanismo constitucional como vía preferente o instancia judicial adicional de protección.

 
13. No obstante, como ha sido reiterado por la jurisprudencia constitucional, el presupuesto de subsidiariedad que rige la acción de tutela, debe analizarse en cada caso concreto. Por ende, en aquellos eventos en que existan otros medios de defensa judicial, esta Corporación ha determinado que existen dos excepciones que justifican su procedibilidad[33]:
 
(i) cuando el medio de defensa judicial dispuesto por la ley para resolver las controversias no es idóneo y eficaz conforme a las especiales circunstancias del caso estudiado, procede el amparo como mecanismo definitivo; y,
 
(ii) cuando, pese a existir un medio de defensa judicial idóneo, éste no impide la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso en el cual la acción de tutela procede como mecanismo transitorio. ”
 
Se deduce de lo anterior que, si la parte afectada no ejerce las acciones legales pertinentes o no utiliza los recursos establecidos en el ordenamiento jurídico para salvaguardar sus derechos presuntamente amenazados o vulnerados, la tutela no tiene la virtualidad de revivir los términos vencidos ni se convierte en un recurso adicional o supletorio de las instancias previstas en cada jurisdicción. 

En el asunto en ciernes, es evidente que la finalidad de la accionante es cuestionar mediante la acción constitucional la validez de un acto administrativo con el que está en desacuerdo, pero que goza de la presunción de legalidad y acierto
, pretendiendo que el juez de tutela invada la órbita de competencia de la autoridad administrativa para restituirle la distinción que le fue retirada por interpretación del reglamento consagrado en la Carta Deportiva Fundamental, pues considera que se basó en una indebida interpretación normativa y por consiguiente se trataría de una decisión arbitraria, pero tal controversia no se ha sometido al tamiz del juez natural. 

Para la Sala no cabe duda de que existe otro mecanismo de defensa en la jurisdicción de lo Contencioso Administrativo bajo el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, previsto en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011, escenario idóneo y eficaz para dirimir la controversia, dada la naturaleza del asunto cuya definición implica un amplio debate probatorio, lo que desborda la competencia del juez de tutela, máxime cuando el procedimiento judicial ordinario prevé la posibilidad de invocar las medidas cautelares -art. 229 ibidem- que resulten necesarias.

A lo anterior se suma el hecho de que, según se aprecia, en el presente caso no se avizora la concurrencia de un perjuicio irremediable en los términos decantados por la jurisprudencia constitucional para tener la acción de tutela como un mecanismo transitorio, ni mucho menos definitivo, el cual debe ser (i) cierto, (ii) inminente y (iii) urgente, a efectos de evitar la consumación del daño grave; al respecto, ninguna probanza hizo la parte interesada, pues se limitó a afirmar que la no restitución de la presea obtenida en el  campeonato deportivo comporta para ella una afectación emocional y social irreparable, en tanto que el tiempo que puede tardar un proceso ante la jurisdicción contencioso administrativa -más de 10 años- haría nulo su reclamo y perpetuaría la vulneración de derechos, empero tal premisa resulta incorrecta, de un lado porque parte de una especulación en la posible duración de proceso judicial respectivo y, de otro, porque frente a las situaciones de urgencia en el caso concreto la parte demandante puede invocar la aplicación de medidas cautelares en salvaguarda de los derechos en pugna. 
En adición, la Sala ha destacado que, reconocer la congestión judicial como un presupuesto de procedibilidad de la tutela, sería tanto como aceptar que la acción constitucional debe desplazar la justicia ordinaria en muchos de los asuntos que por términos en su procedimiento o por represamiento en despachos judiciales no pueden resolverse en un tiempo razonable, lo que se opone al precepto superior de la legalidad como criterio vinculante en el ámbito del debido proceso cuando la ley ya ha establecido un procedimiento específico para casos como el que aquí se discute, al cual la accionante debe acudir de manera preferente. 

Por lo anterior, al considerarse que la sentencia proferida en diciembre 27 de 2024 por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) se encuentra ajustada a derecho, se le dará cabal confirmación.
6.- DECISIÓN
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala N° 2 de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  
FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad (Rda.) que declaró improcedente la acción de tutela promovida por la joven NICOLE TATIANA BELTRÁN SUÁREZ en contra del Ministerio del Deporte y otras autoridades.
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

CARLOS ALBERTO PAZ ZÚÑIGA 

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado 

Con firma electrónica al final del documento
� Sentencia T-375/18


� En concordancia con la resolución 000100 de febrero 28 de 2024, art. 85, 86, 88 y 89, artículos que definen la naturaleza de los reclamos y sanciones durante el desarrollo de las justas, así como las competencias del Tribunal de Honor de los I Juegos Nacionales Juveniles, eje Cafetero 2024. 
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